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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
LIQUIDACIÓN BILATERAL – Naturaleza negocial – Autonomía de la voluntad

La liquidación bilateral es un acuerdo en el que las partes del contrato estatal, en ejercicio de la autonomía de la voluntad, regulan la finalización de su relación y disponen de los intereses que emanan de ella. Tiene efectos de título ejecutivo y transaccionales, puesto que las declaraciones y expresiones incorporadas en la correspondiente acta son reconocidas y protegidas por el ordenamiento jurídico, siempre que no sean contrarias a la Constitución Política, la ley, el orden público, la moral y las buenas costumbres, y los principios y finalidades del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y de la buena administración. De esa naturaleza negocial se sigue que el acuerdo pueda ser total o parcial, y que las divergencias no superadas puedan quedar consignadas en el acta.

SALVEDADES – Efecto preclusivo – Carácter bilateral

Si al momento de suscribir la liquidación no se dejan consignadas salvedades expresas, se entenderá que las partes han llegado a un acuerdo integral sobre la finalización del contrato y sus efectos, quedando imposibilitadas para reclamar posteriormente por vía jurisdiccional sobre aspectos que fueron objeto de dicho acuerdo o que no fueron oportunamente controvertidos. El efecto que produce la inclusión de salvedades en el acta de liquidación bilateral consiste, correlativamente, en restringir los asuntos respecto de los cuales tanto el contratista como la entidad estatal pueden reclamar posteriormente por vía judicial. El efecto preclusivo es, por tanto, bilateral, y de ello se sigue que la carga de consignar la inconformidad también lo sea.

SALVEDADES – Derecho del contratista – Artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 – Alcance de la mención

El inciso final del artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 dispone que “[l]os contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación unilateral sólo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo”. La mención expresa al contratista se explica porque para él la salvedad es la única vía de preservar su reclamación, al carecer de potestades unilaterales; pero de esa mención no se deriva una prohibición dirigida a la entidad estatal, comoquiera que las restricciones a las competencias y a la autonomía negocial requieren norma expresa que las establezca, y ninguna disposición impide a la entidad consignar en el acta los asuntos sobre los cuales no hubo acuerdo.

SALVEDADES Y CONSTANCIAS DE LA ENTIDAD – Procedencia – Recomendación institucional

Además de resultar viable, la consignación de manifestaciones de la entidad en el acta se encuentra expresamente recomendada por esta Agencia. La Guía para la liquidación de los Procesos de Contratación señala que la inclusión de salvedades en el acta de liquidación no implica el reconocimiento por parte de la entidad estatal de los derechos o las situaciones a las que se refieren tales salvedades, sino que ellas reflejan los asuntos respecto de los cuales las partes no llegaron a un acuerdo, y recomienda que la entidad estatal incluya una manifestación en este sentido en las actas de liquidación en las cuales el contratista efectúe salvedades.

SALVEDADES – Requisitos – Concreción y especificidad

Las salvedades que se hagan en el momento de la liquidación bilateral deben ser concretas y específicas, es decir, deben versar sobre puntos determinados de la liquidación que no se comparten; por lo tanto, la salvedad no puede ser genérica, vaga e indeterminada. La jurisprudencia del Consejo de Estado no acepta fórmulas generales y abstractas, pues ello implicaría desconocer la finalidad de la liquidación, que es el ajuste de cuentas del contrato. Esta exigencia se predica de cualquiera de las partes que consigne la manifestación, de suerte que lo determinante no es la denominación que se le dé —salvedad, constancia u objeción— sino que identifique con precisión el asunto controvertido, su fundamento y, cuando sea posible, su cuantificación.

LIQUIDACIÓN UNILATERAL PARCIAL – Deber posterior de la entidad

Ante las salvedades es válido que se posibilite la liquidación unilateral parcial por parte de la Administración, es decir, en aquellos aspectos donde se dejaron los desacuerdos la entidad debe completar la liquidación del contrato. Así lo dispone el inciso final del artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 al prever que, en el evento de salvedades, la liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo. Previamente, las diferencias que motivaron las salvedades pueden resolverse mediante mecanismos de arreglo directo; si ello no ocurre, la entidad conserva la facultad de liquidar unilateralmente esos puntos, dentro de los plazos legales y siempre que el contratista no haya acudido a la jurisdicción.

LIQUIDACIÓN UNILATERAL – Función – Carácter subsidiario – Plazos preclusivos

El procedimiento de liquidación unilateral es subsidiario de la liquidación bilateral y procede cuando el contratista no se ha presentado al trámite pese a haber sido convocado o notificado, o cuando, intentada la liquidación de común acuerdo, las partes no llegan a un acuerdo. La admisión de salvedades no desnaturaliza esa figura ni permite eludirla: por expresa disposición legal, la liquidación unilateral subsiste respecto de los aspectos no acordados, con lo cual ambas modalidades se articulan en lugar de excluirse. A ello se añade que los plazos para llevar a cabo la liquidación son preclusivos, por lo cual, si no tiene lugar en ellos, la entidad estatal pierde la competencia para liquidar el contrato.

Bogotá D.C., 26 de agosto de 2026 
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Estimado señor Duque:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde su solicitud de consulta del 14 de julio de 2026, mediante la cual, previa exposición de un extenso planteamiento sobre la liquidación contractual, formula los siguientes interrogantes:
“¿Es jurídicamente viable que una entidad estatal formule salvedades al acta de liquidación bilateral respecto de asuntos no acordados con el contratista, cuando la falta de acuerdo es precisamente el supuesto que habilita la liquidación unilateral y la minuta de los documentos tipo solo prevé expresamente la salvedad del contratista?
¿De resultar afirmativa la respuesta, cuál es el deber posterior de la entidad sobre los puntos sobre los que estableció su salvedad, deberá hacer una liquidación posterior sobre estos puntos sobre los que estableció la salvedad?
¿Qué función conserva la liquidación unilateral si se admite que la entidad puede suscribir el acta bilateral y dejar salvedades sobre los asuntos no acordados?
¿En los contratos que son derivados de los pliegos tipo la Entidad puede dejar salvedades en los términos como lo harían los contratistas a sus actas de liquidación?
Es viable que la entidad deje constancias sobre puntos de discusión en el contenido del acta de liquidación y no propiamente como una salvedad en los términos que se le permite al contratista”.
De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, los cinco interrogantes formulados se sintetizan en los siguientes dos problemas jurídicos, que la Agencia procede a resolver: i) ¿Es jurídicamente viable que la entidad estatal consigne en el acta de liquidación bilateral salvedades o constancias sobre los asuntos respecto de los cuales no hubo acuerdo con el contratista?, y ii) ¿Qué efectos produce esa consignación, qué deberes surgen para la entidad respecto de los puntos no acordados y qué función conserva la liquidación unilateral?

2. Respuestas:

	i) La liquidación bilateral es un acuerdo en el que las partes del contrato estatal, en ejercicio de la autonomía de la voluntad, regulan la finalización de su relación y disponen de los intereses que emanan de ella. De esa naturaleza negocial se sigue que el acuerdo pueda ser total o parcial y que las divergencias no superadas queden consignadas en el acta. A ello se suma que el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 prevé que en el acta consten los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes “para poner fin a las divergencias presentadas”, enunciado que presupone la existencia de divergencias que pueden o no superarse.
Es cierto que el inciso final del artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 menciona expresamente el derecho de los contratistas a efectuar salvedades, la norma se refiere al contratista porque para él la salvedad es la única vía de preservar su reclamación, al carecer de potestades unilaterales; en cambio, ninguna disposición impide a la entidad consignar en el acta los asuntos sobre los cuales no hubo acuerdo, y las restricciones a las competencias y a la autonomía negocial requieren norma expresa que las establezca.
El argumento decisivo, sin embargo, es otro: el efecto preclusivo de la liquidación sin salvedades es bilateral. Si al momento de suscribir la liquidación no se dejan consignadas salvedades expresas, se entenderá que las partes han llegado a un acuerdo integral, quedando imposibilitadas para reclamar posteriormente por vía jurisdiccional. Correlativamente, esta Agencia ha precisado que el efecto de incluir salvedades en el acta consiste en restringir los asuntos respecto de los cuales tanto el contratista como la entidad estatal pueden reclamar posteriormente por vía judicial. Resultaría contradictorio someter a la entidad al efecto preclusivo y negarle al mismo tiempo el instrumento con el que puede evitarlo.
En cuanto a las constancias, la Guía para la liquidación de los Procesos de Contratación[footnoteRef:1] señala que la inclusión de salvedades en el acta no implica el reconocimiento por parte de la entidad estatal de los derechos o las situaciones a las que se refieren, sino que ellas reflejan los asuntos respecto de los cuales las partes no llegaron a un acuerdo, y recomienda expresamente que la entidad incluya una manifestación en ese sentido en las actas en las que el contratista efectúe salvedades. Lo determinante no es la denominación que se emplee —salvedad, constancia u objeción— sino que la manifestación sea concreta y específica, esto es, que verse sobre puntos determinados de la liquidación que no se comparten, sin que sean admisibles fórmulas genéricas, vagas o indeterminadas. [1:  Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente. Guía para la liquidación de los Procesos de Contratación. Consultado en: https://www.colombiacompra.gov.co/wp-content/uploads/2024/08/2016-Guia-para-la-liquidacion-contratos-estatales-G-LPC-01.pdf ] 

ii) La consignación de salvedades no cierra el asunto ni difiere indefinidamente su definición: genera para la entidad el deber de completar la liquidación sobre los puntos no acordados. El inciso final del artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 dispone que, en el evento de salvedades, “la liquidación unilateral sólo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo”, y esta Subdirección ha precisado que ante las salvedades es válido que se posibilite la liquidación unilateral parcial por parte de la Administración, es decir, que en aquellos aspectos donde se dejaron los desacuerdos la entidad debe completar la liquidación del contrato. Con anterioridad a ello, las diferencias que motivaron las salvedades pueden resolverse mediante mecanismos de arreglo directo, como la transacción, la conciliación o la amigable composición.
De lo anterior se desprende la respuesta al interrogante sobre la función que conserva la liquidación unilateral, que es la premisa central del planteamiento de la consulta. Esa función permanece intacta y opera en tres escenarios: cuando el contratista no comparece al trámite pese a haber sido convocado o notificado; cuando, intentada la liquidación de común acuerdo, las partes no llegan a acuerdo alguno; y cuando, habiéndose alcanzado un acuerdo parcial, subsisten aspectos objeto de salvedad, caso en el cual procede de manera parcial. Lejos de excluirse, ambas modalidades se articulan por expresa disposición legal: es el propio inciso final del artículo 11 el que prevé su coexistencia. La preocupación de que la salvedad desplace la liquidación unilateral queda así desvirtuada por el texto de la norma que regula precisamente esa hipótesis.
Tampoco resulta viable emplear la salvedad para diferir decisiones que debieron adoptarse al liquidar, porque los plazos para llevar a cabo la liquidación son preclusivos: si esta no tiene lugar dentro de ellos, la entidad estatal pierde la competencia para liquidar el contrato. La liquidación unilateral parcial debe producirse, por tanto, dentro de los términos del artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, y no procede si el contratista ya acudió a la jurisdicción solicitando la liquidación judicial.
Finalmente, en cuanto a los contratos derivados de Documentos Tipo, la regla de inalterabilidad del artículo 1 de la Ley 2022 de 2020 recae sobre los documentos tipo adoptados por esta Agencia, e impide que las entidades modifiquen su contenido. Esa regla no se ve comprometida cuando la entidad consigna una salvedad o una constancia en el acta de liquidación, pues dicha acta es un documento posterior, propio de la etapa de liquidación, cuyo contenido concretan las partes conforme a la ley. La circunstancia de que la minuta reproduzca el derecho de salvedad que el artículo 11 reconoce al contratista no comporta, según se explicó, una prohibición para la entidad.



3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i) La liquidación es el ajuste de cuentas donde las partes hacen un balance económico, técnico y jurídico del cumplimiento de las obligaciones que tienen a su cargo. Así lo manifestó el Consejo de Estado en la sentencia del 20 de octubre de 2014, en la que consideró, por un lado, que liquidar supone un ajuste en relación con las cuentas y el estado de cumplimiento del contrato estatal y, por el otro, que la liquidación debe incluir el análisis de las condiciones de calidad y oportunidad en la entrega de los bienes, obras o servicios, así como el balance económico y el comportamiento financiero del negocio.

En términos institucionales, esta Agencia ha definido la liquidación como el procedimiento a través del cual, una vez concluido el contrato, las partes cruzan cuentas respecto de sus obligaciones, con el objetivo de determinar si pueden declararse a paz y salvo mutuo o si existen obligaciones por cumplir y la forma en que deben ser cumplidas. De ahí que la liquidación solo proceda con posterioridad a la terminación de la ejecución del contrato.

Las disposiciones legales que regulan la etapa de liquidación de los contratos estatales son el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 217 del Decreto 019 de 2012, y el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007. El primero de estos artículos se refiere al alcance sustantivo de la liquidación y a los contratos en que procede, mientras que el segundo contiene reglas procedimentales para su realización, entre ellas las relativas a los plazos y a las salvedades.

Interesa destacar desde ya un enunciado del artículo 60 que resulta central para la consulta: en el acta de liquidación “constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo”. La disposición parte, pues, del supuesto de que en la etapa de liquidación pueden existir divergencias, y concibe el acta como el escenario natural para intentar superarlas. Nada en su texto sugiere que las divergencias no superadas deban permanecer ocultas o que su constancia esté reservada a una sola de las partes.
ii) La liquidación de los contratos puede llevarse a cabo de tres maneras: bilateral, unilateral o judicial. Conviene precisar el ámbito de cada una, porque la consulta plantea justamente un problema de articulación entre las dos primeras.

El procedimiento de la liquidación de mutuo acuerdo inicia con la finalización de la etapa de ejecución del contrato y puede terminar de tres formas: i) con la suscripción del acta de liquidación total o que contenga salvedades; ii) con el documento donde conste que no fue posible llegar a un acuerdo acerca del contenido; o iii) con el documento donde conste que el contratista no se presentó tras la convocatoria o notificación. Esta enunciación —contenida en la Guía para la liquidación de los Procesos de Contratación de esta Agencia— es de la mayor importancia, porque muestra que el acta de liquidación con salvedades es un desenlace expresamente contemplado y distinto del supuesto de ausencia de acuerdo.

Por su parte, el procedimiento de la liquidación unilateral es subsidiario de la liquidación bilateral e inicia i) con el documento donde conste que no fue posible llegar a un acuerdo acerca del contenido del acta de liquidación bilateral, o ii) con el documento donde conste que el contratista no se presentó tras la convocatoria o notificación; y termina con la ejecutoria del acto administrativo que liquida unilateralmente el contrato. Su carácter subsidiario constituye una manifestación de la garantía del debido proceso, pues la Administración solo puede definir unilateralmente el balance después de haber intentado el acuerdo.
En cuanto a la liquidación judicial, corresponde al juez llevarla a cabo siempre y cuando i) no se haya producido una liquidación previa bilateral o unilateral, o ii) respecto de puntos no liquidados. Esta segunda hipótesis confirma que el ordenamiento admite la existencia de puntos que quedan sin liquidar en el acta bilateral y que deben definirse posteriormente, sea por la Administración, sea por el juez.

Debe subrayarse, finalmente, que los plazos para llevar a cabo la liquidación son preclusivos, por lo cual, si esta no tiene lugar en ellos, la entidad estatal pierde la competencia para liquidar el contrato. El trámite de liquidación que se realice por fuera de los términos legales es ilegal por falta de competencia. Este dato será determinante al examinar el riesgo, señalado en la consulta, de que la salvedad se utilice para diferir decisiones.

iii) La liquidación bilateral es un acuerdo en el que las partes del contrato estatal, en ejercicio de la autonomía de la voluntad, regulan la finalización de su relación y disponen de los intereses que emanan de ella. Asimismo, tiene efectos de título ejecutivo y transaccionales, puesto que las declaraciones y expresiones incorporadas en la correspondiente acta son reconocidas y protegidas por el ordenamiento jurídico, siempre y cuando no sean contrarias a la Constitución Política, la ley, el orden público, la moral y las buenas costumbres, y los principios y finalidades del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y de la buena administración.

En términos de la jurisprudencia, la liquidación bilateral supone un acuerdo de las voluntades entre la entidad estatal contratante y el contratista en relación con el balance final del contrato, y el acta correspondiente es un negocio jurídico, definitivo y obligatorio para las partes. Como tal, constituye una expresión de la voluntad de las partes que goza de presunción de legalidad y es vinculante para ellas, por lo que solo puede ser invalidada por algún vicio del consentimiento —error, fuerza o dolo—.

De esa naturaleza negocial se derivan dos consecuencias relevantes para la consulta. La primera es que el contenido del acta lo determinan las partes dentro de los límites del ordenamiento, de modo que nada impide que el acuerdo sea parcial: que se convenga sobre unos puntos y se deje constancia de que sobre otros no hubo consenso. La segunda es que, siendo un negocio jurídico bilateral, ambas partes concurren en igualdad de condiciones a la formación de su contenido, sin que la entidad quede reducida a la disyuntiva de aceptar íntegramente el proyecto que le presente el contratista o rechazarlo en bloque.
A lo anterior se añade que la liquidación bilateral puede considerarse como una forma alternativa de resolver los conflictos o controversias que surjan a partir de la determinación de las prestaciones comunes a que las partes contractuales puedan o no tener derecho luego de haberse ejecutado el contrato, esto es, como una manera de evitar futuros litigios frente a los mismos asuntos. Esa función pacificadora se cumple mejor cuando se reconoce lo acordado y se delimita con precisión lo que permanece en disputa, que cuando se fuerza a las partes a una decisión de todo o nada.

iv) Corresponde ahora examinar la figura de las salvedades, que constituye el eje de la consulta. Su función consiste en preservar la posibilidad de discutir posteriormente aquello sobre lo cual no hubo acuerdo, sustrayendo esos puntos del efecto de cierre que produce la liquidación.

En efecto, si al momento de suscribir la liquidación no se dejan consignadas salvedades expresas, se entenderá que las partes han llegado a un acuerdo integral sobre la finalización del contrato y sus efectos, quedando imposibilitadas para reclamar posteriormente por vía jurisdiccional sobre aspectos que fueron objeto de dicho acuerdo o que no fueron oportunamente controvertidos. Esta interpretación ha sido reiterada por la jurisprudencia del Consejo de Estado, la cual ha sostenido que la ausencia de manifestaciones de inconformidad en el acta de liquidación impide a las partes, por regla general, acudir posteriormente a la jurisdicción para reclamar derechos u obligaciones que no quedaron consignados en el acta.

Adviértase la formulación empleada tanto por la doctrina de esta Subdirección como por la jurisprudencia: el efecto preclusivo se predica de “las partes”, en plural, y no exclusivamente del contratista. En el mismo sentido, la Guía para la liquidación de los Procesos de Contratación precisa que el efecto que produce la inclusión de salvedades en el acta de liquidación bilateral consiste en restringir los asuntos respecto de los cuales tanto el contratista como la entidad estatal pueden reclamar posteriormente por vía judicial.

Este es, a juicio de esta Subdirección, el argumento decisivo para responder el primer problema jurídico. Si el efecto de cierre alcanza a ambas partes, la carga de manifestar oportunamente la inconformidad también debe alcanzarlas a ambas. Negar a la entidad la posibilidad de consignar salvedades, manteniendo al mismo tiempo el efecto preclusivo respecto de ella, produciría un resultado incoherente: la Administración quedaría privada de reclamar judicialmente aquello que no aceptó, sin haber dispuesto del instrumento previsto por el ordenamiento para conservar esa posibilidad. Un entendimiento semejante no protege el interés general sino que lo desprotege.
En cuanto a los efectos que produce el acta según contenga o no salvedades, esta Agencia ha sistematizado que la liquidación de los contratos, en especial la bilateral, es una instancia de solución de controversias entre las partes: cuando no hay salvedades, porque elimina la posibilidad de demandas posteriores; y cuando las hay, porque reduce el ámbito de controversias judiciales a las mismas, excluyendo el debate relacionado con los acuerdos contenidos en el acta. La salvedad, por tanto, no frustra la finalidad de la liquidación: la delimita.

v) La consulta observa, con razón, que el ordenamiento menciona expresamente al contratista al regular las salvedades, y que la minuta de los Documentos Tipo replica esa previsión. El inciso final del artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 dispone:
“Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación unilateral sólo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo”.
De esa mención expresa la consulta infiere que la posibilidad no estaría abierta a la entidad. La inferencia, sin embargo, no es concluyente, y conviene explicar por qué. En primer lugar, la razón de la mención se explica por la posición jurídica del contratista. Para él, la salvedad es la única vía de preservar su reclamación, comoquiera que carece de potestades unilaterales: como lo señala la Guía de esta Agencia, la posibilidad de liquidar unilateralmente el contrato solo corresponde a la entidad estatal y no al contratista. El legislador consideró necesario reconocerle expresamente ese derecho, precisamente porque sin él quedaría inerme frente a un acta que no comparte. La entidad, en cambio, dispone además de la potestad de liquidación unilateral, de modo que no requería un reconocimiento equivalente.

En segundo lugar, de una mención expresa no se sigue una prohibición implícita. Las restricciones a las competencias de las autoridades y a la autonomía negocial de las partes requieren norma expresa que las establezca; el silencio del legislador respecto de una hipótesis no equivale a su proscripción, salvo que del sistema se desprenda con claridad esa consecuencia, lo que aquí no ocurre. Por el contrario, como se expuso, el sistema apunta en sentido opuesto, pues somete a la entidad al mismo efecto preclusivo.
En tercer lugar, la norma citada no regula únicamente el derecho del contratista: en su segunda parte establece la consecuencia procedimental de las salvedades, esto es, que la liquidación unilateral solo procederá respecto de los aspectos no acordados. Esa consecuencia se predica del acta con salvedades como tal, con independencia de cuál de las partes las haya consignado, y constituye —como se verá— la clave para resolver la preocupación de la consulta sobre la función de la liquidación unilateral.


vi) La consulta pregunta, por último, si la entidad puede dejar constancias sobre puntos de discusión en el contenido del acta, sin que constituyan propiamente salvedades en los términos que se permiten al contratista. La respuesta es afirmativa y cuenta con un respaldo institucional expreso.

La Guía para la liquidación de los Procesos de Contratación de esta Agencia señala que la inclusión de salvedades en el acta de liquidación no implica el reconocimiento por parte de la entidad estatal de los derechos o las situaciones a las que se refieren tales salvedades, sino que ellas reflejan los asuntos respecto de los cuales las partes no llegaron a un acuerdo; y añade que Colombia Compra Eficiente recomienda que la entidad estatal incluya una manifestación en este sentido en las actas de liquidación en las cuales el contratista efectúe salvedades.

Se trata, pues, de una constancia de la entidad expresamente recomendada por esta Agencia, cuya función es precisar el alcance de la suscripción del acta: dejar sentado que la firma no comporta aquiescencia respecto de las pretensiones consignadas por el contratista. Si tal manifestación es no solo viable sino aconsejable, con mayor razón lo será la constancia mediante la cual la entidad identifique los puntos del balance que no comparte.

Ahora bien, la distinción entre “salvedad” y “constancia” no debe sobrevalorarse. Lo determinante no es la denominación que se emplee sino el contenido de la manifestación y su aptitud para cumplir la función que le es propia. Una constancia que se limite a expresar una inconformidad genérica no preservará nada; una manifestación que identifique con precisión el asunto controvertido, su fundamento fáctico y jurídico y, cuando sea posible, su cuantificación, cumplirá la función de la salvedad aunque se rotule de otro modo.
Y es que las salvedades que se hagan en el momento de la liquidación bilateral deben ser concretas y específicas, es decir, deben versar sobre puntos determinados de la liquidación que no se comparten; por lo tanto, la salvedad no puede ser genérica, vaga e indeterminada. En el mismo sentido, dentro de la jurisprudencia del Consejo de Estado no se aceptan fórmulas generales y abstractas, pues ello implicaría desconocer la finalidad de la liquidación, que es el ajuste de cuentas del contrato. Esta exigencia se predica de cualquiera de las partes.

vii) Corresponde ahora resolver el segundo problema jurídico, comenzando por el deber que surge para la entidad respecto de los puntos objeto de salvedad. La consulta acierta al advertir que no sería admisible que el acta se suscribiera dejando abiertos asuntos sustanciales sin que existiera claridad sobre su definición posterior.

La respuesta la ofrece el propio inciso final del artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, ya transcrito, al disponer que en el evento de salvedades “la liquidación unilateral sólo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo”. La norma no se limita a admitir la subsistencia de puntos no acordados: define el instrumento con el que han de resolverse y delimita su alcance objetivo. En desarrollo de ese enunciado, esta Subdirección ha precisado que es válido que, ante las salvedades, se posibilite la liquidación unilateral parcial por parte de la Administración, es decir, que en aquellos aspectos donde se dejaron los desacuerdos la entidad debe completar la liquidación del contrato. La formulación es significativa: no se trata de una mera facultad discrecional sino de un deber de completar el balance contractual, que es la finalidad misma de la etapa de liquidación.

Antes de acudir a esa vía, las partes pueden intentar resolver las diferencias mediante mecanismos de arreglo directo. Esta Subdirección ha señalado que es posible que dentro del acta de liquidación se hayan consignado salvedades como manifestación de diferencias u objeciones, las cuales pueden adelantarse posteriormente mediante el principio de arreglo directo entre la entidad y el contratista a través de distintos mecanismos autocompositivos —entre ellos el arreglo directo propiamente dicho, la transacción y la conciliación—, sin perjuicio de fórmulas heterocompositivas como la amigable composición, con sujeción a los principios del debido proceso, legalidad, eficacia y celeridad, y a las normas generales del procedimiento administrativo de la Ley 1437 de 2011 en cuanto resulten aplicables.

Si no se llega a un acuerdo bilateral mediante los diferentes mecanismos de arreglo directo para resolver las diferencias que implicaron que se consignaran salvedades en la liquidación inicial, la entidad estatal tiene la facultad de proceder con una liquidación unilateral dentro de un plazo específico, aunque esta solo puede realizarse si el contratista no ha solicitado la liquidación judicial del contrato. Si transcurrido el plazo el contratista no ha acudido a la jurisdicción, la entidad puede liquidar unilateralmente; y si no lo hace, el asunto pasa a la jurisdicción para que sea resuelto judicialmente a solicitud del interesado.

8. La función que conserva la liquidación unilateral

viii) La consulta plantea que, si se admite la salvedad de la entidad, la liquidación unilateral perdería su razón de ser, pues bastaría suscribir el acta y exceptuar mediante salvedades los puntos controvertidos. La liquidación unilateral conserva plenamente su función, y opera en tres escenarios claramente diferenciados. El primero, cuando el contratista no se ha presentado al trámite de liquidación por mutuo acuerdo pese a haber sido convocado o notificado. El segundo, cuando, intentada la liquidación de común acuerdo, las partes no llegan a acuerdo alguno, evento en el cual la Administración define íntegramente el balance. Y el tercero, cuando existe acuerdo parcial y subsisten aspectos objeto de salvedad, caso en el cual la liquidación unilateral procede de manera parcial, circunscrita a esos aspectos.

Lo determinante es que esta tercera hipótesis no es una construcción interpretativa sino una previsión legal expresa. El inciso final del artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 contempla justamente el supuesto de un acta bilateral con salvedades y dispone que en tal evento la liquidación unilateral procede respecto de lo no acordado. Es decir, el legislador previó y reguló precisamente la situación que la consulta teme: no hay superposición ni elusión, sino articulación normativamente ordenada entre ambas modalidades.
Tampoco se produce la indefinición sobre el cierre contractual que la consulta advierte. El contrato queda liquidado respecto de los puntos acordados —con los efectos de título ejecutivo y de cierre que se explicaron— y permanece pendiente de definición únicamente respecto de los puntos objeto de salvedad, que se resolverán por arreglo directo, por liquidación unilateral parcial o judicialmente. El acta con salvedades es, en la sistemática de la Guía de esta Agencia, un desenlace propio del trámite de liquidación bilateral, susceptible de ser demandado en lo que fue objeto de reserva.

Finalmente, en cuanto al riesgo de que la salvedad se emplee para diferir decisiones que debieron adoptarse al liquidar, el ordenamiento ofrece un correctivo eficaz: los plazos para llevar a cabo la liquidación son preclusivos, por lo cual, si esta no tiene lugar en ellos, la entidad estatal pierde la competencia para liquidar el contrato, y el trámite realizado por fuera de los términos legales es ilegal por falta de competencia. La entidad que difiera indebidamente la definición de los puntos controvertidos no obtiene con ello una ventaja: arriesga perder la competencia para definirlos y expone a sus servidores a las responsabilidades que correspondan.

9. Los Documentos Tipo y la regla de inalterabilidad

ix) Resta examinar el interrogante relativo a los contratos derivados de pliegos tipo. Conforme al artículo 1 de la Ley 2022 de 2020 —que modificó el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018—, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente adopta documentos tipo que son de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, regla de la que se deriva su inalterabilidad.
Esa regla, sin embargo, no resulta comprometida por la consignación de una salvedad o de una constancia en el acta de liquidación. La inalterabilidad recae sobre los documentos tipo adoptados —el pliego de condiciones y sus anexos, entre ellos la minuta— e impide que las entidades modifiquen su contenido al estructurar el proceso de selección y el contrato. El acta de liquidación, en cambio, es un documento posterior, propio de una etapa distinta y ulterior, cuyo contenido concretan las partes conforme a lo dispuesto en los artículos 60 de la Ley 80 de 1993 y 11 de la Ley 1150 de 2007.
Por consiguiente, la circunstancia de que la minuta reproduzca el derecho de salvedad que el artículo 11 reconoce al contratista no comporta una prohibición dirigida a la entidad. La minuta recoge una previsión legal; no agota la regulación de la etapa de liquidación ni podría restringir facultades que se derivan de la ley y de la naturaleza negocial del acta. Cuestión distinta sería que una entidad pretendiera modificar el clausulado del contrato derivado de Documentos Tipo, hipótesis que sí resultaría contraria a la regla de inalterabilidad y que no es la que aquí se examina.

Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes 

	· Constitución Política, artículo 209.
· Ley 80 de 1993, artículos 13, 32, 40, 44, 45 y 60 —este último modificado por el artículo 217 del Decreto Ley 019 de 2012—.
· Ley 1150 de 2007, artículo 11.
· Ley 1437 de 2011, artículos 3, 99 (numeral 3), 141 y 297 (numeral 3).
· Ley 1563 de 2012, artículo 59.
· Ley 1755 de 2015.
· Ley 1882 de 2018, artículo 4, modificado por el artículo 1 de la Ley 2022 de 2020.
· Decreto Ley 019 de 2012, artículo 217.
· Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3 (numeral 5) y 11 (numeral 8).
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.3.1.
· CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto 1453 del 6 de agosto de 2003. C.P. Augusto Trejos Jaramillo.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 29 de febrero de 2012. Exp. 16371. C.P. Danilo Rojas Betancourth.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 24 de julio de 2013. C.P. Hernán Andrade Rincón.
· CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 20 de octubre de 2014.
· AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Guía para la liquidación de los Procesos de Contratación, G-LPC-01.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre la liquidación del contrato estatal, su naturaleza, oportunidad y modalidades, así como sobre las salvedades y sus efectos, entre otros, en los Conceptos C-968 de 2024, C-889 del 15 de agosto de 2025, C-903 del 19 de agosto de 2025, C-907 de 2025, C-1205 del 9 de septiembre de 2025, C-1243 de 2025, C-1254 de 2025 y C-605 de 2025. En particular, sobre la liquidación unilateral parcial respecto de los aspectos objeto de salvedad y sobre los mecanismos de arreglo directo aplicables a esas diferencias, se destaca el Concepto C-889 de 2025.

Asimismo, esta Agencia expidió la Guía para la liquidación de los Procesos de Contratación (G-LPC-01), que desarrolla el procedimiento de las liquidaciones bilateral, unilateral y judicial, el contenido del acta, el régimen de las salvedades y los efectos de la liquidación. Estos y otros documentos y conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente, 
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